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Sr. S. de Vega, presidente y  
ponente 
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 2 de 
julio de 2026, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, 
el siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
 
Sr. Caballero García, secretario en 
funciones 
 
 

 
DICTAMEN 218/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 27 de mayo de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyy1, debido a los daños y perjuicios sufridos por el desprendimiento de 
una cornisa en la ejecución de una obra municipal. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 28 de mayo de 2026, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 218/2026 y se inició el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. S. de Vega.  

 
Primero.- El 8 de julio de 2020 Dña. yyy2, en nombre y 

representación de Dña. yyy1, presenta una reclamación de responsabilidad 
patrimonial ante el Ayuntamiento de xxx1, por los daños sufridos el 9 de 
junio de 2019 como consecuencia del desprendimiento de una cornisa del 
edificio sito en Plaza ccc1 n.º 2, de esa ciudad, debido a la mala ejecución de 
una obra de titularidad municipal. El accidente le ha provocado fractura de 
escafoides derecho. 

 
Cuantifica la indemnización que reclama en 6.689,46 euros, en 

concepto de lesiones temporales y secuelas. 
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Une a su escrito Sentencia 13/2020, de 20 de abril, del Juzgado de lo 
Contencioso-administrativo número 1 de xxx2; informe médico de valoración 
de daños y diversa documentación médica. 

 
Segundo.- El 29 de diciembre de 2020 la Policía Local emite informe 

en los siguientes términos: 
 

“Que el día 09/06/2019 a las 17,30 horas aproximadamente se 
recibe aviso informando que en Plaza ccc1 n.º 2, sobre la terraza del Bar 
qqq1, han caído cascotes procedentes de la cornisa de ese edificio, 
tratándose de unos 30 metros del adorno de los balcones de la fachada. Al 
lugar se dirigen dos agentes que solicitan la presencia de ambulancia del 112 
al encontrarse dos mujeres heridas en manos y pies, siendo ambas 
trasladadas al H. hhhh, siendo una de ellas yyy1. Que se avisa al SEIS que 
revisa la fachada, retirando gran parte del adorno de la fachada, quedando la 
zona acordonada”. 
 

Tercero.- El 9 de noviembre de 2021 el Servicio de Arquitectura y 
Vivienda emite informe en el que señala que “(…) entrando ya a valorar la 
solución ejecutada es conforme a la normativa técnica, según el informe del 
Laboratorio de Control de Calidad Secesco, los recrecidos de impostas y 
cantoneras se ejecutan `a partir de una capa de mortero de cemento de 4 
cm de espesor, aplicado sobre una malla de fibra de vidrio anclada al 
cerramiento´. 

 
»Ese espesor (4 cm) y esa manera de ejecución (anclando la 

malla de fibra de vidrio al cerramiento), no cumplen con lo descrito en las 
Normas UNE En 13914- 1:2006 y UNE-En13914.2:20006. 
 

»En las normas de referencia el espesor óptimo de raseo debe 
estar entre 10 y 20 mm, y para espesores superiores, el trabajo debe ser 
realizado en dos veces, colocando una malla resistente a los álcalis en el 
centro del espesor del raseo, pero nunca superando los 40. Mm, totales de 
espesor”. 
 

Cuarto.- Concedido el preceptivo trámite de audiencia a la parte 
reclamante, el 27 abril de 2026 presenta alegaciones en las que ratifica las 
pretensiones contenidas en su reclamación inicial.  
 

Quinto.- El 26 de mayo de 2026 se formula propuesta de resolución 
estimatoria de la reclamación. 
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En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC).  
 

No obstante, se advierte que se incumple el plazo máximo de 
resolución y notificación de seis meses establecido por el artículo 91.3 de la 
LPAC, pese a lo cual no se elimina la obligación de dictar resolución expresa 
conforme a lo dispuesto en el artículo 21.1 de la misma ley.  
 

3ª.- Concurren en el reclamante los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la LPAC. La competencia para resolver la reclamación 
corresponde al alcalde, sin perjuicio de la delegación de competencias que 
pueda existir, conforme a los artículos 124.4.ñ) y 124.5) de la Ley 7/1985, de 
2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación con el 
artículo 92, párrafo segundo, de la LPAC.  

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1, párrafo primero, de la LPAC, por cuanto la 
fractura de escafoides derecho es diagnosticada el 26 de septiembre de 
2019, y presenta la reclamación el 8 de julio de 2020. El informe médico de 
valoración de daños indica “(…) acude a Urgencias antes de las 72 horas y 
manifiesta los síntomas, aunque el diagnóstico de fractura de escafoides es 
posterior, debido a las particularidades hueso cuando se realiza una Rx inicial 
tras una contusión”. 
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4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público (LRJSP), a la que se remite, de forma genérica, el 
artículo 54 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 

 
a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente 

e individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con 
la ley. 

 
c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 

 
d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa 

y el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño 
sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público 
o actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante.  
 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 

responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios sufridos por el 
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desprendimiento de una cornisa debido a la deficiente ejecución de las obras 
de adecuación del entorno urbano histórico-artístico rehabilitando las fachadas 
en la calle ccc2, ccc3 y Plaza ccc1.  

 
En el supuesto planteado, comprobadas la realidad y certeza del daño 

sufrido por la reclamante, es preciso determinar si el expresado daño fue o 
no consecuencia del funcionamiento normal o anormal del servicio público, 
requisito indispensable para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial 
de la Administración. 

 
En primer término y respecto a la ejecución de la obra de titularidad 

municipal, es preciso traer a colación la Sentencia n.º 13, de 20 de abril de 
2020, del Juzgado de lo Contencioso-administrativo número 1 de xxx2, 
aportada por la reclamante. Dicha resolución indica “con relación a esta obra, 
existen divergencias entre lo diseñado y lo ejecutado: de lo definido en las 
indicaciones del presupuesto y mediciones, se observa que no se han realizado 
las impostas ni recercados con el método definido por terraja; no se han 
ejecutado las tres unidades de imposta por fachada definidas sino dos; el 
espesor de la imposta se decide en obra de 4 cm, y que los intervinientes no 
ejecutaron la obra según los proyectado y se tomaron en obra decisiones 
inadecuadas: no se ejecutó la obra con terraja sino con reglones y llana; se 
decidió un grosor no admitido por normativa y no se ejecutó teniendo en 
cuenta el tipo de soporte (fachada) y el tipo de añadido (imposta); la malla no 
era del tipo (metálica) ni se colocó según la normativa indicada NTE-RPE, pues 
no cubría ni siquiera el grosor de la imposta”. Por consiguiente, resulta 
evidente la irregular y deficiente ejecución material de la obra municipal. 

 
Asimismo, la Administración consultante admite su responsabilidad en 

la propuesta de resolución en lo que respecta a la concurrencia del nexo 
causal entre la actuación administrativa y el daño alegado. En este sentido, 
afirma que “A la vista de lo anterior, el daño causado derivaría directamente 
de la ejecución de la intervención en la fachada del inmueble sito en la Plaza 
ccc1 núm. 2 a iniciativa municipal y ejecutada por qqq2, S.A., consistente en 
la formación de recercados e impostas decorativas de las que el edificio 
carecía originariamente. Consta acreditado que qqq2, S.A. por un lado no 
ejecutó la obra según lo proyectado (conforme indicó el Juzgador en la 
sentencia obrante en el expediente); y que se ejecutaron los recrecidos de 
impostas y cantoneras a partir de una capa de mortero de cemento de 4 
centímetros de espesor aplicado sobre una malla de fibra de vidrio anclada al 
cerramiento cuando ese espesor de 4 centímetros y esa manera de ejecución, 
anclando la malla de fibra de vidrio al cerramiento no cumplían con lo descrito 
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en la Normas UNE En 13914-1:2006 y UNE-En13914.2:20006. En dichas 
normas se indica que el espesor óptimo de raseo debe estar entre 10 y 20 
milímetros y para espesores superiores el trabajo debe ser realizado en dos 
veces colocando una malla resistente a los álcalis en el centro del espesor del 
raseo, pero nunca superando los 40 milímetros totales de espesor”. 

 
En definitiva, este Consejo comparte el criterio seguido por la propuesta 

y considera que existe relación de causalidad entre la deficiente ejecución de 
la obra y los daños sufridos por la reclamante. 
 

6ª.- Respecto al importe de la indemnización, la cantidad reclamada 
por la interesada asciende a 6.689,46 euros por los conceptos de lesiones 
temporales (68 días de perjuicio moderado y 42 días de perjuicio básico) y 
secuelas (dos puntos de secuelas de carácter estético). La Administración 
consultante considera acertada dicha valoración. Por ello, debe reconocerse a 
la interesada la cuantía indemnizatoria de 6.689,46 euros. 
 

Todo ello sin perjuicio de que dicha cantidad deba actualizarse a la 
fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 34.3 de la LRJSP. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyy1, debido a los daños y perjuicios sufridos por el 
desprendimiento de una cornisa en la ejecución de una obra municipal. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado.  

 


